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Resumen 
Propaganda y publicidad se han considerado en ocasiones como dos conceptos distintos, y a 
veces distantes. En la propaganda política, sin embargo, se hace uso, cada vez con más 
frecuencia,  de formas y técnicas estrictamente “publicitarias”. 
 
El objeto de este trabajo consiste en reflexionar en torno a la ausencia de control sobre estas 
formas de comunicación, y en considerar qué sucedería en el caso de aplicar a dichas “formas 
publicitarias” la normativa y los códigos deontológicos vigentes en el ámbito de la publicidad. 
 
Los resultados de una tal transposición invitan al debate sobre la conveniencia de regular ciertos 
formatos de comunicación política. 
 
 
Publicidad y Propaganda. 
 
Aunque tradicionalmente  la publicidad y la propaganda se han intentado diferenciar con arreglo 
a  criterios de distinta naturaleza, siempre –y cada vez más- difusos, desde el punto de vista 
conceptual, estas dos formas de comunicación persuasiva pueden ser entendidas en la actualidad, 
en muchos sentidos,  como sinónimas. En efecto, son muchos, los que hoy día sostienen que no 
existe diferencia alguna entre ellas.  
 
Si algunas concepciones iniciales de la publicidad limitaban su campo de acción a la actividad 
comercial, hoy podemos afirmar, de acuerdo con ALCARAZ, HUGHES y CAMPOS (1999:14) que 
 
“son varias las definiciones del término advertising; en todas ellas se pone de relieve que 
es una forma de comunicación no personal, por medio de anuncios pagados por un 
anunciante, en medios gráficos –como periódicos, revistas, pasquines, folletos, etc.- o 
audiovisuales, como la radio o la televisión, cuyo objetivo es la persuasión de un 
destinatario, y que está dirigido a la promoción de bienes, servicios o ideas”1. 
 
Determinados tipos de propaganda -aquéllos que suponen alguna contraprestación económica con 
los medios- entrarían en todas estas definiciones,  por cuanto también es considerada publicitaria 
la promoción de ideas. Por tanto, para algunos autores, a modo general, no cabría la 
diferenciación tradicional de ambos conceptos basada esencialmente en los contenidos.  
 
Al referirse específicamente a la comunicación electoral, GONZÁLEZ LOBO (1994:55) se 
manifiesta en ese mismo sentido:  
                                                 
1 El subrayado es nuestro. 
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“La distinción basada en el objeto de la actividad ha quedado también desfasada: el uso 
masivo de los medios y de las técnicas publicitarias por parte de las fuerzas políticas hace 
que se considere publicidad cualquier actividad con intención política que utilice un 
medio publicitario e inserte en él un anuncio a cambio de un precio. De acuerdo con esta 
acepción, denominaríamos publicidad política a la que usa los medios publicitarios de 
forma convencional, y quedaría la expresión propaganda para los demás casos (mítines, 
discursos, entrega de octavillas, etc.) “. 
 
La separación entre publicidad y “propaganda” electoral se hace, si cabe, más difusa a medida 
que las formaciones políticas se sirven, cada vez con más frecuencia, de fórmulas, técnicas, 
estrategias, lenguajes, soportes y personal, tradicionalmente publicitarios.  
 
En opinión de B. CHUN2, la manipulación para comprar un producto y la manipulación por parte 
de un gobierno en busca del apoyo ciudadano tienden a usar los mismos métodos. No sólo se 
insertan en los mismos medios, sino que hacen uso de técnicas y modos de expresión similares. 
La relación que establece este autor entre publicidad y propaganda es de inclusión, al afirmar que 
 
  “...perhaps advertising is the most advanced form of propaganda”. 
 
Desde nuestro punto de vista, dicha relación podría fácilmente invertirse en las sociedades 
dominadas por lo mediático: tal vez en la democracia moderna, algunas expresiones de la 
propaganda electoral se estén convirtiendo en la más avanzada forma de publicidad. No es baladí 
que el nacimiento de la nueva comunicación política coincida, en no pocas ocasiones,  con la 
extensión del uso de técnicas publicitarias y del marketing político en general3.  
 
En efecto, en muchas sociedades occidentales, la actividad política ha recibido en estas últimas 
década un tratamiento mercadológico que es detectable, según  LUQUE (1989:9-10), cuando, 
 
• hay fuertes lazos entre política y negocios; 
• se emplean agencias de publicidad y medios comerciales, existen estilos 
similares a la publicidad comercial; 
• hay disminución en los niveles de participación popular y de ahí la necesidad 
de dramatizar las llamadas; 
• en las sociedades se crea un value vacuum, se produce un bajo nivel de 
lealtad; 
• se gastan grandes cantidades de dinero en las campañas; 
• los políticos están preparados para modificar una posición de acuerdo con los 
consejos de la investigación: hay una noción de los electores como 
consumidores políticos que demandan persuasión no dogmática. 
  
Una de las consecuencias de este tratamiento mercadotécnico de la comunicación electoral es la 
del proceso de “americanización” de las campañas electorales que se produce, según DADER 
                                                 
2 Chun, B.; “Propaganda and Advertising”, en http://www.community.net/~gic/articles/adv.html. 
3 Miège, B. (1992:90) sostiene que “la introducción de las técnicas de la comunicación política ha sido bastante 
tardía en Francia. Si se está de acuerdo en situar las primeras aplicaciones a la campaña electoral de1965 (en el 
transcurso de la cual el publicitario Michel Bogrand tomó en sus manos la campaña de Jean Lecanuet) es claramente 
a partir de los años ochenta que arraiga “la nueva comunicación política”. 
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(1998), entre otras cosas, cuando “la retórica mediática impregna y transforma cualquier estilo o 
estrategia anterior de persuasión, movilización y captación de adhesiones colectivas”.  
 
La consecución del voto pasa hoy necesariamente por los medios y, en este contexto, la 
publicidad política y la propaganda electoral por televisión4 son formulas imprescindibles y 
frecuentes  de presentación de los mensajes electorales. El formato de la propaganda televisiva, 
como afirma DADER (1998): 
 
“es otra de las presentaciones electorales más claramente adaptadas a las exigencias de la 
‘media logic’. Poco a poco han ido agilizándose e incluyendo vídeos ilustrativos, hasta el 
punto de poder decirse que son ya auténticos ‘spots’ publicitarios camuflados o 
‘infomercials’, que sólo difieren de la publicidad electoral americanizante por el hecho de 
que se insertan dentro de otros pequeños bloques de presentación general del partido y 
que, a cambio de la ventaja de no tener que pagar por el tiempo de emisión, sufren la 
limitación de un número rígidamente establecido en función de los escaños obtenidos en 
anteriores elecciones y no pueden emitirse tampoco en las televisiones privadas”5. 
 
El proceso de americanización de la política es una tendencia que se puede constatar a la luz del 
cada vez más frecuente uso de fórmulas y modos tradicionalmente comerciales en la 
comunicación electoral.  
 
En los últimos tiempos, resulta habitual encontrar expertos en comunicación (publicistas, 
asesores de imagen...) al frente de campañas electorales. De hecho, como veremos más adelante, 
la mayoría de los partidos políticos con representación parlamentaria cuentan con la colaboración 
de este tipo de profesionales. No deberían por tanto sorprendernos ya declaraciones como las que 
F. Blanchard (consejero de comunicación) hizo en una emisora de radio francesa a finales de 
1998: 
 
“J’ai vendu des assiettes, des tissus, maintenant je vends des présidents africains, et, 
globalement, l’acte de vendre reste le même”.6 
 
La participación de estos “especialistas” en las mediocracias es cada día más importante, no sólo 
cuantitativamente, sino que las “grandes estrellas” del mundo de la comunicación (y de la 
publicidad) prestan sus servicios profesionales a los candidatos y partidos políticos. Así, por 
ejemplo, Jacques Séguela es conocido en Francia por haber transformado en su día la imagen de 
François Miterrand. 
 
En nuestro país los consultores políticos han venido desarrollando su labor profesional al servicio 
de los partidos desde las primeras convocatorias electorales7.  Ya en el año 1978, en plena 
                                                 
4 Que en nuestro país no se puede adjetivar de publicitario, sino de propagandístico, como se verá. La publicidad 
política en televisión no está permitida en España. Pero existen los “espacios gratuitos” cedidos por las televisiones 
de titularidad pública de acuerdo con criterios de reparto establecidos por la LOREG.  
 
5 Dader, J.L. (1998); “La retórica mediática frente a la cultura política autóctona: la encrucijada de la comunicación 
política electoral española entre la ‘americanización’ y el pluralismo democrático tradicional”, en CIC digital, nº 4. 
6 Cfr. Champin, Ch. – Vincet, T. (2000). 
7 Véase Arceo Vacas, J.L. (1993); Campañas electorales y publicidad política en España. ESRP – PPU. Barcelona. 
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transición, P. SEMPERE8 analizaba la campaña realizada por Alianza Popular en las Elecciones 
Generales de 1977 
 
“en términos de estricta técnica publicitaria –y de hecho así debe hacerse, pues por los 
medios empleados y el objetivo pretendido, un objetivo de consumo ideológico, es decir 
de aceptación, de voto, la analogía con los mecanismos de persuasión y decisión de la 
publicidad es absoluta-“. 
 
En el mismo proceso electoral, hace casi veinticinco años, este autor atribuía una ventaja 
decisiva a las comunicaciones del PSOE: “una lectura publicitaria en la audiencia”. 
 
Casi treinta años después,  nadie duda que la asistencia profesional y técnica de profesionales 
externos es, como sostiene MAAREK (1995: 226-8), imprescindible en toda comunicación 
electoral moderna9. En opinión de este autor, en un proceso electivo actual no puede prescindirse 
de los asesores especializados, "particularmente cuando (inevitablemente) se ha decidido utilizar 
publicidad pagada, en cualquiera de los medios” (MAAREK 1995: 226-8). 
 
Las campañas electorales españolas gozan, en este sentido, de esa condición “moderna” referida 
anteriormente, puesto que los partidos políticos, además de consultores, contratan los servicios de 
agencias publicitarias desde hace años. Sirvan de ejemplo las Elecciones Autonómicas y 
Municipales celebradas en 199510 en las que el PSOE adjudicó su campaña mediante concurso a 
la agencia Asociados, excepto en Cataluña, donde contó con los servicios de Casadevall, Pedreño 
& PRG; el Partido Popular, por su parte, además de contar con el asesoramiento de Arturo 
Marugán –como venía haciendo desde 1991- contrató, también mediante concurso, los servicios 
de La Banda de Agustín Medina, encargándose de la distribución de medios Media Estrategia; 
Bassat, Ogilvy & Mather se encargó de la campaña realizada por Convergencia i Unió, que contó 
también con Tiempo BBDO para la contratación de medios. Tan sólo Izquierda Unida realizó la 
campaña con un equipo propio, en el que trabajaron “publicitarios a título individual”. 
 
Según el citado Arturo Marugán, 
 
“Es muy importante para un partido contar con una agencia de publicidad porque ésta le 
dota de una estructura de servicios, de una identidad visual, de una estrategia de 
continuidad, que son vitales para llegar al ciudadano en cada convocatoria electoral. La 
agencia dispone de unos equipos profesionales que facilitan, con la calidad necesaria, las 
                                                 
8 Prólogo a Reboul, O. (1975).  
9 Al referirse al personal que requiere una campaña electoral, identifica tres categorías,  una de las cuales estaría 
formada por asesores externos contratados en función de una asistencia profesional y técnica insustituible: 
“Debido a su supuesta naturaleza técnica, muchas áreas de la comunicación política casi nunca se delimitan desde 
dentro de la organización, y se dejan tácitamente a la competencia de los asesores externos: 
realizar encuestas y sondeos de opinión; 
diseñar los carteles para las vallas publicitarias; 
planear y dirigir las campañas de publicidad directa; 
diseñar y producir vídeos y spots para televisión". 
 
10 “Elecciones en Mayo”, Campaña, 469 (16-31 de mayo de 1995): 14-16. 
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herramientas para llegar al consumidor, porque el ciudadano que vota es a fin de cuentas 
un consumidor en todos los sentidos”11. 
 
Otro de los rasgos que constatan la semejanza actual entre la comunicación comercial y la 
política es el montante que se invierte en ambas. Por ejemplo, en las citadas elecciones, no 
solamente la mayoría de los principales partidos contaron con los servicios de empresas del 
sector (y todos, con profesionales del mismo), sino que una parte sustanciosa de los gastos 
electorales se destinó a publicidad. Así, el PSOE destinó 145 millones de pesetas a publicidad 
exterior, 80 a publicidad en medios, 76 a producción (cabeceras de televisión, cartelería y 
gadgets) y 58 a creatividad. El PP, por su parte, destinó parte de los 1.950 millones que invirtió 
en publicidad a realizar 670 cuñas de radio, 838 inserciones en prensa, 4.938 vallas, 2.440 
cabinas y 13. 935 banderolas. 
 
En definitiva, los partidos políticos españoles vienen utilizando regularmente los servicios de 
agencias de publicidad, centrales de compras,  hacen  uso de soportes estrictamente publicitarios 
e invierten grandes sumas de dinero  para todo ello. 
 
Así, parece claro que, como afirma CANEL (1999:60), 
 
“la publicidad política es uno de los canales de comunicación del mensaje electoral por 
excelencia. Se ha desarrollado al amparo de la publicidad comercial, utilizando las 
mismas técnicas psicológicas, textuales y visuales”. 
 
A modo de resumen de este epígrafe, podemos afirmar que existen formas publicitarias de 
carácter político, junto a otras modalidades de propaganda. Que la publicidad política es utilizada 
de forma cada vez más notoria12 en las campañas electorales españolas, que de manera creciente 
hacen uso de estrategias de pull marketing. 
 
 
Publicidad y Propaganda en la legislación española 
 
Si, como hemos visto, no sólo existe la publicidad política, sino que además se viene haciendo un 
uso creciente de la misma en España, no deja de resultar paradójico el tratamiento que en nuestro 
ordenamiento jurídico se le da a esta cuestión. 
 
La LEY GENERAL DE PUBLICIDAD del 88 (en adelante LGP88) entiende como tal “toda forma de 
comunicación realizada por una persona física o jurídica, pública o privada, en el ejercicio de 
una actividad comercial, artesanal o profesional, con el fin de promover de forma directa o 
indirecta la contratación de muebles o inmuebles, servicios, derechos y obligaciones”13. A 
partir de esta definición, sólo se viene considerando como ‘publicidad’ aquéllas formas de 
comunicación que tienen una finalidad comercial, quedando excluidas, entre otras, todas las 
                                                 
11 Ibid. 
12 Miège (1992) hace al respecto la siguiente consideración: “Si actualmente ya se ha dejado de esconder el empleo 
de las técnicas del marketing político, todavía no se ha llegado a anunciar francamente las relaciones de 
pseudoasociación que se organizan entre el mundo de la política, los periodistas famosos y los especialistas en 
comunicación. ¿No funcionaría todo mejor dentro de este esquema?”  
13 Ley 34/1988, de 11 de noviembre, General de Publicidad. Artículo 2. 
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modalidades de comunicación política. Así las cosas, conforme a la legislación, la expresión  
“publicidad comercial” sería hoy por hoy pleonástica, pues toda publicidad es, por definición, 
comercial. Sin embargo, es frecuente encontrar referencias académicas -y, como se va a ver, 
jurídicas- a la publicidad de interés social o de utilidad pública, e incluso a la publicidad política; 
pues bien, ninguna de estas posibles (reales) modalidades caben en la definición que del término 
‘publicidad’ da la LGP88, y, por consiguiente, escapan de su ámbito regulador.  
 
El marco legislativo español hace referencia explícita a la publicidad y a la propaganda política, 
en  la LEY ORGÁNICA DE RÉGIMEN ELECTORAL GENERAL DEL 85 (en adelante, LOREG) 14, que, 
sin embargo, ni la define, ni la regula. En su artículo 58 se reconoce el derecho de las 
candidaturas a “realizar publicidad en la prensa periódica y en las emisoras de radio de 
titularidad privada”. No puede contratarse sin embargo espacios de publicidad en los medios de 
comunicación de titularidad pública, según el artículo 60, que en el punto 2 establece que 
“durante la campaña electoral los partidos, federaciones, coaliciones y agrupaciones que 
concurran a las elecciones tienen derecho a espacios gratuitos de propaganda en las emisoras de 
televisión y de radio de titularidad pública...”.  
 
Tenemos, pues, dos formas diferenciadas de “comunicación persuasiva electoral” cuya existencia 
viene sancionada por Ley Orgánica: la publicidad y la propaganda. 
 
No puede afirmarse así que la publicidad política no exista, o que esté prohibida en España, como 
puede desprenderse de asertos como el que sigue: 
 
“Se cumple así en el caso español lo comentado por Swanson y Mancini (1996:13) en 
el sentido de que incluso en los países en que la publicidad política está prohibida, las 
técnicas publicitarias se han incorporado de manera cada vez más frecuente como 
componente interno de los algo más amplios espacios de presentación política 
televisiva que los partidos están autorizados a ofrecer”15.  
 
Como acabamos de comprobar, la LOREG sanciona legalmente la entidad de la publicidad y la 
propaganda electoral y reconoce el derecho a hacer uso de ellas bajo determinadas condiciones. Y 
si la publicidad electoral existe, en términos jurídicos (y cómo se ha expuesto, reales), es difícil 
entender que la norma básica que regula la actividad publicitaria en España, restrinja el ámbito de 
la publicidad exclusivamente a lo comercial16.  
 
Señalemos que, en su Art. 58, la LOREG, que es una ley cronológicamente anterior a la a la 
LGP88, establece que 
  
"las tarifas para esta publicidad electoral no serán superiores a las vigentes para 
publicidad comercial",  
                                                 
14 Ley orgánica 5/1985, de 19 de junio del régimen electoral general, modificada por la Ley orgánica 1/1987, de 2 de 
abril, por la Ley orgánica 8/1991,de 13 de marzo, por la Ley orgánica 6/1992, de 2 de noviembre, por la Ley 
orgánica 13/1994, de 30 de marzo, por la Ley orgánica 3/1995, de 23 de marzo, por la Ley orgánica 1/1997, de 30 de 
mayo, por la Ley orgánica 3/1998, de 15 de junio y por la Ley orgánica 8/1999, de 21 de abril. 
15 DADER, J.L (1998).; “La retórica mediática frente a la cultura política autóctona: la encrucijada de la comunicación 
política electoral española entre la ‘americanización’ y el pluralismo democrático tradicional”, en CIC digital, nº 4, 
en la siguiente dirección electrónica (URL): http://www.ucm.es/info/per3/cic/cic4ar6.html 
16 Cabe recordar que la LOREG es una norma anterior a la a la LGP88. 
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insistiendo una vez más en la realidad de ambos tipos de publicidad.  
 
Dejando al margen la comunicación comercial, y centrándonos ya exclusivamente en la política, 
cabe destacar que, a la luz de la LOREG, los criterios jurídicos para diferenciar publicidad y 
propagada en la comunicación electoral, no son excesivamente claros. De acuerdo con las 
afirmaciones expuestas, la  información política de carácter persuasivo insertada en medios de 
difusión es en principio publicidad cuando se paga, y propaganda cuando no.  Como sugiere 
ROSADO (2000), la diferencia esencial en estos casos viene marcada, pues, no por los objetivos de 
estas formas de comunicación, sino por  la existencia o no de una contraprestación económica. La 
contratación de publicidad electoral está restringida a la prensa y la radio privadas,  y prohibida 
en la televisión17, medio en el que sólo cabe hablar de propaganda.   
 
Pero esta diferenciación esencial  por la contraprestación económica o gratuidad entre ambas 
fórmulas, no se mantiene en la LOREG cuando el soporte de los mensajes electorales no son 
medios de comunicación social. En su Art.55,  esta ley puede parecer confusa al denominar 
propaganda electoral a lo que, de acuerdo con el criterio  de diferenciación económico, debería 
llamarse publicidad: 
 
“Los Ayuntamientos deben reservar lugares especiales para la colocación gratuita de 
carteles, así como locales oficiales y lugares públicos de uso gratuito para la 
celebración de la campaña electoral.  
Aparte de los lugares especiales indicados anteriormente, los partidos, asociaciones, 
coaliciones o federaciones y las candidaturas sólo pueden colocar carteles de 
propaganda electoral en los espacios comerciales autorizados”18.  
 
Vemos que la información pagada insertada en soportes de publicidad exterior recibe la misma 
denominación -y, por tanto, igual consideración- que la información gratuita aparecida en los 
mismos medios.  
 
A la luz de estos asertos, se puede decir que, en España es publicidad electoral aquella 
información para la captación de voto insertada en prensa o radio de titularidad privada a cambio 
de una contraprestación económica; propaganda electoral sería, de una parte, toda información 
política para la captación del voto difundida gratuitamente por operadores de televisión, cadenas 
de radio, o espacios de publicidad exterior cedidos  por titularidades públicas; y por otro lado, la 
información política para la captación de voto difundida a través de carteles en espacios para la 
publicidad comercial a cambio de una contraprestación económica.  
 
Se produce así, derivada de esta ley, una situación que, a nuestro juicio, supone la extrapolación 
extrema de que "el medio es el mensaje", pues un mismo acto de comunicación puede ser 
considerado o no como publicidad en función del lugar en que aparezca. Un anuncio electoral 
insertado en prensa (o ¿incluso en una valla comercial?) sería una forma de publicidad política, 
                                                 
17 Ley Orgánica 2/1988 de Publicidad electoral en Emisoras de Televisión Privada 
18 El subrayado es nuestro. Según lo que estamos viendo, existe una contradicción -no sólo aparente- al contemplar la 
colocación de propaganda en espacios comerciales. 
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mientras que el mismo manifiesto19 en forma de cartel fijado en los espacios públicos 
establecidos por los ayuntamientos ya no sería publicitario, sino que se incluiría en el ámbito de 
la propaganda. El contenido de un espacio cedido por las televisiones públicas (propaganda) ya 
no sería lo mismo si se distribuyera en forma de vídeo promocional, pues en este caso sí se 
consideraría como publicidad. En consecuencia, nada es publicidad o propaganda, todo es según 
el medio en que se mire. 
 
Al margen de este “confusionismo tecnológico” se produce un vacío de control. Incluso los 
anuncios electorales reconocidos por la LOREG  y por distintas disposiciones legales20 
explícitamente como publicidad política (como los insertados en prensa, exterior o radio), no 
pueden ser denunciados por presumible publicidad engañosa, subliminal o desleal, sencillamente 
porque, por el objeto de sus mensajes, a la luz de la LGP88, no se consideran publicidad. 
 
Tampoco pueden ser reputados con dichos calificativos legales los anuncios emitidos en espacios 
gratuitos de televisión considerados, como se ha visto, “propaganda”. En este sentido,  la entrada 
en vigor de la LEY 22/1999 de Televisión sin fronteras, abrió hace un año un resquicio legal que 
hizo ver a algunos juristas la posibilidad de que, al menos en la televisión y en una interpretación 
amplia de esta norma, la propaganda política pudiera ser juzgada al amparo de la legislación 
publicitaria. Así, la segunda parte de la definición publicidad recogida en esta norma expone que 
 
 “También se considerará publicidad, cualquier forma de mensaje emitido por cuenta de 
terceros para promover determinadas actitudes o comportamientos entre los 
telespectadores.". 
 
Esta concepción amplia de la publicidad incluiría, a todas luces,  la propaganda electoral, pues los 
"espacios cedidos" son emitidos por cuenta de terceros21 (partidos políticos) y tienen como 
objetivo promover actitudes o comportamientos (voto) en una parte de los telespectadores 
(electorado). Pero en este caso, a pesar de que en la propaganda electoral se da la participación 
remunerada de profesionales de la comunicación, se abonan cantidades considerables de dinero 
en conceptos tales como "creatividad"… y por tanto, se puede hablar claramente de formas de 
comunicación pagada,  no aparece una condición esencial para que la normativa de televisión 
referida a la publicidad  sea aplicable: la contraprestación económica al medio. 
 
En vista de todos estos hechos, a nuestro juicio, para empezar a desliar toda esta madeja, harían 
falta criterios más ajustados a la realidad para definir las formas de comunicación persuasiva 
política, como los que se utilizan en otros países. Sirva de ejemplo, la LEY 17.045 DE LA 
ASAMBLEA GENERAL  DE LA REPÚBLICA ORIENTAL DE URUGUAY, de 14 de diciembre de 1998, 
entiende por publicidad electoral: 
                                                 
19 Seguimos la terminología de G. Péninou (1972). El manifiesto estaría formado por distintos mensajes: de 
pertenencia al género,  icónico, lingüístico… 
20 Ley orgánica 5/1985, de 19 de junio del régimen electoral general, modificada por la Ley orgánica 1/1987, de 2 de 
abril, por la Ley orgánica 8/1991,de 13 de marzo, por la Ley orgánica 6/1992, de 2 de noviembre, por la Ley 
orgánica 13/1994, de 30 de marzo, por la Ley orgánica 3/1995, de 23 de marzo, por la Ley orgánica 1/1997, de 30 de 
mayo, por la Ley orgánica 3/1998, de 15 de junio y por la Ley orgánica 8/1999, de 21 de abril. 
21 Pueden servir de ejemplo de lo que D. Paletz clasifica como iniciativas ajenas a los medios, ya que respecto a ellos 
"los medios actúan como meros soportes y los mensajes de los candidatos llegan a la gente en este caso sin 
desfiguración de ningún tipo por posibles comentarios adicionales de los periodistas". 
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"aquélla que se realiza a través de piezas elaboradas especializadamente, con criterios 
profesionales y comerciales. Quedan excluidas de esta definición –y, por lo tanto, de las 
limitaciones establecidas en el artículo precedente- la difusión de información sobre actos 
políticos y actividades habituales del funcionamiento de los partidos, así como la 
realización de entrevistas periodísticas”. 
 
Nadie pondrá en duda a estas alturas que en España las "piezas" electorales se elaboran con 
criterios profesionales, y hasta diríamos comerciales22. No se nos escapa la dificultad que, desde 
el punto de vista normativo, puede tener la interpretación de cuáles puedan ser esos criterios 
profesionales; si bien al tener en cuenta la participación de empresas de comunicación en las 
campañas electorales, algo podría aclararse. 
 
 
Publicidad política y autorregulación en España. 
 
La limitación derivada de la consideración más generalizada de lo que es publicidad en términos 
jurídicos no produce sólo el efecto de que la publicidad política no esté regulada por la LGP88, 
sino que existe una total a-regulación en lo que a contenidos se refiere. Así, AUTOCONTROL DE LA 
PUBLICIDAD, partiendo de la misma concepción que la Ley General, tampoco entra a considerar 
este tipo de comunicación persuasiva23. Precisamente lo que ha permitido excluir implícitamente 
los contenidos políticos del ámbito de la jurisdicción publicitaria y de la regulación de la 
Asociación de Autocontrol de la Publicidad ha sido esta concomitancia entre lo publicitario y lo 
mercantil  (que se mantiene en otras fuentes legales)24. 
 
No tenemos, pues, siquiera un mecanismo de autorregulación aplicable a esta modalidad 
publicitaria, por el hecho de no reconocerse otra publicidad que la comercial. ¿O sí se reconoce 
algún tipo de publicidad que no tenga ese carácter?. Recordemos lo que manifestaba Autocontrol 
de la Publicidad, en 1992, ante la aprobación en Consejo de Ministros de la reforma del Código 
Penal, que recogía una nueva (y aún hoy controvertida) figura delictiva: el delito publicitario. En 
el número de “Noticias” de octubre de ese año se afirmaba: 
 
“Éste es un ejemplo más de la actuación demagógica y prepotente de la Administración 
pública que todas las asociaciones del sector combatimos por ser inadmisible e injusta. 
                                                 
22 Dejamos para otro lugar un análisis contrastivo entre lo que consideramos a todas luces formas publicitarias  en 
campañas electorales y la publicidad comercial. 
23 La Asociación Española de Anunciantes y la Asociación Española de Agencias de Publicidad solicitaron la 
intervención del Jurado de la Publicidad de AAP, con motivo de la propaganda electoral emitida por televisión con 
ocasión de las elecciones municipales, autonómicas y europeas del 99. Ante la inexistencia de normas que regularan 
el contenido de la propaganda electoral en la LOREG, y la imposibilidad de juzgar este tipo de comunicación pública 
al amparo de la LGP88 la solicitud se archivó. Véase:  Resoluciones del Jurado de la AAP (1999), Solicitud de 
examen de la publicidad electoral por el Jurado de la AAP realizada por la AEA y por la AEAP en Bases de datos 
sobre regulación publicitaria en http://www.aap.es/baseaap. 
24 Por ejemplo, la Directiva 97/55/CE sobre publicidad engañosa y comparativa, en cuyo preámbulo se habla de 
bienes y servicios, ratifica de nuevo indirectamente el carácter comercial de la Publicidad y la Ley 26/1984, de 19 de 
julio de Defensa de los consumidores y usuarios sostiene en su art. 8.1. que la publicidad tiene, en el marco 
comercial, carácter contractual. 
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Basta ver que, para colmo, en la redacción de este nuevo artículo del Código Penal se 
excluye de responsabilidad penal a los organismos públicos que hacen publicidad, 
cuando resulta que la posible engañosidad de sus campañas tiene una gravedad añadida 
precisamente por el carácter gubernamental de sus emisores”25. 
 
Entendemos que “la publicidad que hacen los organismos públicos” no tiene, cuando menos en 
determinados casos, una finalidad comercial. Autocontrol parece reconocer una forma 
publicitaria carente de esa finalidad aparentemente consustancial a la publicidad misma: 
¿publicidad institucional?, ¿publicidad gubernamental?, ¿publicidad política?. Publicidad con 
apellidos, pero publicidad al cabo. Esas formas de publicitarias exentas de responsabilidad penal -
cosa que se denuncia- ¿están sometidas a las normas autorreguladoras?. Entendemos que no. 
 
Mientras en el caso de la publicidad comercial existe una clara regulación (sobre-regulación, 
dirán algunos) legislativa y deontológico, prevalece en nuestro país un vacío legal y de 
autocontrol que hace difícil fiscalizar los contenidos de la propaganda y de la publicidad política. 
 
La Alianza Europea de Normas Publicitarias26 apuntaba entre las ventajas de la autodisciplina 
(autorregulación) respecto a la legislación las siguientes: 
 
• sus códigos exigen el respeto tanto al espíritu como a la letra de sus normas; 
• dichos códigos pueden modificarse y actualizarse rápidamente para que puedan 
estar al día sobre las cambiantes pautas de conducta 
• los códigos pueden ser más amplios y menos concretos que las leyes, 
 
destacando la capacidad de modificar los códigos "para adecuarlos a las nuevas circunstancias 
más rápidamente de lo que es posible mediante las leyes y los reglamentos administrativos". 
Quizás fuera momento de proceder a una actualización de los códigos de autorregulación, vistas 
las cambiantes pautas de comportamiento en el terreno de la comunicación política. 
 
Luque (1996:172) recuerda las variables que "amenazan destruir la confianza" en la 
comunicación política, señaladas por Caywood y Preston (1989) y entre las que se cuenta el 
escaso "nivel de autorregulación de la publicidad política"27.  
 
 
Un supuesto engañoso 
 
Como hemos visto, existe en la actualidad un vacío legislativo y deontológico, que hace que en 
estos momentos, como afirma Azurmendi (1997: 287), la publicidad política sea  una de las  
excepciones más notables de la regulación de la actividad publicitaria Conscientes de esta 
realidad, y a sabiendas de que la aplicación del marco regulador de la comunicación comercial en 
el terreno político es vano, supongamos qué pasaría, si al ampliar el objeto, la comunicación 
electoral se rigiera por las normas que regulan la actividad publicitaria. 
                                                 
25 El subrayado es nuestro. 
26 Autocontrol de la Publicidad lo recogía en el número de Noticias correspondiente a octubre de 1992. 
27 Luque (1996:175) recuerda el pronóstico de un incremento de la publicidad política negativa en Estados Unidos 
"debido a que nunca se han castigado las infracciones al código ético de la American Association of Political 
Consultants”. 
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Recordemos que en España están estrictamente prohibidos, además de la publicidad sobre 
determinados productos específicos,  la publicidad atentatoria,  engañosa,  desleal,  y subliminal. 
Ante el indicio de que en un anuncio comercial se diera alguno de los supuestos anteriores, 
cualquier persona o las asociaciones de consumidores y usuarios podrían plantear una acción de 
rectificación, y si esta no se hiciera en los términos solicitados se podría iniciar una acción 
judicial. Sin embargo, en el caso de la comunicación política no sucede así. 
 
Atentados contra la dignidad de la persona 
 
Aunque la LGP88 no define explícitamente la atentatoria, en toda forma de comunicación pública 
parecen especialmente ofensivos la discriminación por razones de raza, sexo, religión o ideología, 
y los atentados contra los derechos de la personalidad, considerados fundamentales, y protegidos 
en nuestra regulación por vía penal y civil28.  
 
La vulneración del derecho al honor (con insultos e injurias a los contendientes) es una fórmula 
utilizada con frecuencia en los vídeos electorales.  Dadas las  muy escasas exigencias legales 
respecto al contenido de estos espacios y su exactitud, a los candidatos sólo le cabe recurrir a la 
demanda judicial, con muchas posibilidades de que ocurra como en Estados Unidos, en donde 
"tales denuncias son infrecuentes, pero además rara vez son atendidas por los tribunales en el 
transcurso de la campaña y por lo general quedan resueltas de forma pacífica una vez que el 
proceso electoral ha finalizado”29. 
 
A pesar de que el derecho de rectificación está explícitamente recogido en la LOREG, en 
numerosas ocasiones, es el “efecto altavoz en los medios” que se produce a raíz de la  denuncia 
de un spot  lo que disuade a los ofendidos de plantear una queja ante la Junta Electoral Central.   
 
Publicidad engañosa 
La diferencia de criterio para censurar los mensajes engañosos entre el ámbito comercial y  el 
político  es,  especialmente relevante. Para la publicidad, la LGP establece en su Art. 4. que:  
 
“Es engañosa (por tanto ilícita) la publicidad que de cualquier manera, incluida su 
presentación, induce o puede inducir a errores a sus destinatarios, pudiendo afectar a su 
comportamiento económico, o perjudicar o ser capaz de perjudicar a un competidor. Es 
                                                 
28 Aunque los derechos de la personalidad están regulados por vía civil y penal,  nos parece especialmente interesante 
detenernos en la definición que el código penal hace de calumnia y de injuria 
“Art. 205. Es calumnia la imputación de un delito hecho con conocimiento de su falsedad o temerario desprecio a la 
verdad” 
“Art. 208. Es injuria la acción o expresión que lesionan la dignidad de otra persona, menoscabando su fama o 
atentando contra su propia estimación 
2. Las injurias que consistan en la imputación de hechos no se considerarán graves salvo cuando se hayan llevado a 
cabo con conocimiento de su falsedad o temerario desprecio hacia la verdad”. 
Por otra parte, en el Art. 510 se expone que “serán castigados con pena de prisión de uno a tres años los que, con 
conocimiento de su falsedad o temerario respeto a la verdad, difundieren informaciones injuriosas sobre grupos o 
asociaciones en relación con su ideología, religión o creencias, la pertenencia de sus miembros a una etnia o raza, su 
origen nacional, su sexo, orientación sexual o minusvalía”. 
29 Paletz, op.cit. 
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asimismo engañosa la publicidad que silencie datos fundamentales de los bienes, 
actividades o servicios cuando dicha omisión induzca a un error a los destinatarios”. 
 
En publicidad y propaganda política son frecuentes distintas “fórmulas para el engaño” que sin 
embargo, están exentas de control. En efecto, en primer lugar, los spots, las vallas y los folletos 
de propaganda / publicidad electoral incluyen a menudo promesas difícilmente ejecutables, que 
podrían ser mal interpretadas por el elector, pudiendo afectar indirectamente a su comportamiento 
económico.  Además,  si se aplicara el rasero de la publicidad comercial,  dado el carácter 
contractual de todo anuncio, ante una queja el político debería poder probar sus alegaciones con 
datos objetivamente verificables ante el votante30.  
 
Lo mismo sucedería con los mensajes comparativos que hicieran alegaciones y acusaciones sobre 
fuerzas contrincantes. Frases como “… y sabes que los del gobierno mintiendo se han hecho 
populares, estas harto de que favorezcan a los suyos, no te gusta su ansia de poder, no quieres que 
se queden con todo”, divulgadas en espacios de propaganda política de la última campaña 
electoral, difícilmente podrían ser emitidas en el terreno comercial. En este ámbito, de no poderse 
mostrar que estos juicios sobre la competencia son fundados, los anuncios caerían dentro de la 
comparación ilícita y habrían de ser rectificados o retirados del mercado. 
 
Finalmente cabe resaltar que en todas las ofertas electorales se silencian datos y hechos 
fundamentales que pueden llevar a error al elector. Los manifiestos hablan con frecuencia de 
propuestas de actuación, pero raramente se avisa a la ciudadanía de los costes personales y 
sociales que ello puede suponer. 
 
Publicidad desleal 
El Art. 6 de la LGP define que es desleal 
 
“a)  La publicidad que por su contenido, forma de presentación o difusión provoca el 
descrédito, denigración, o menosprecio directo o indirecto de una persona, empresa o de 
sus productos, servicios o actividades. 
 
b) La que induce a confusión con las empresas, actividades, productos, nombres, marcas 
u otros signos distintivos de los competidores, así como la que haga uso injustificado de 
la denominación, siglas, marcas o distintivas de otras empresas o instituciones, y en 
general, la que sea contraria a las normas de corrección o buenos usos mercantiles. 
 
c) la publicidad comparativa cuando no se apoye en características esenciales, afines y 
objetivamente demostrables de los productos o servicios, o cuando se contrapongan 
bienes con otros no similares o desconocidos, o de limitada participación en el mercado”. 
 
Si en la propaganda electoral la comunicación desleal estuviera prohibida, probablemente un 
elevado porcentaje de los mensajes políticos no llegarían a los ciudadanos. Muchos de los vídeos 
utilizados en recientes elecciones, sobre todos los denominados de “publicidad negativa”  están 
directamente concebidos para provocar el descrédito la denigración y el menosprecio directo del 
contrincante. 
 
                                                 
30 De acuerdo con la inversión de la carga de la prueba, 
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Publicidad subliminal 
Finalmente, la subliminalidad31, prohibida por ley e infrecuente en el terreno comercial, es otra de 
las formulas de ilicitud que aparece cada vez con más asiduidad en la comunicación política, y 
que sin embargo, sigue exenta de control. 
 
El caso más reciente  en este terreno es el de unas vallas y carteles publicitarios utilizados en la 
última campaña electoral cuyos fondos presentaban una sospechosa  coincidencia (cromática, 
tipográfica, de composición…) con el del Telediario de La Primera. Esta similitud llevó a que se 
denunciara el hecho ante la Junta Electoral Central por presunta publicidad política subliminal. 
Se reclamaba que dicha publicidad se considerara “ilícita” y que o los informativos o las vallas 
prescindieran de dicho fondo. La Junta Electoral Central, pese a constatar "la indudable similitud 
entre los elementos utilizados tanto en los informativos de TVE como en los soportes 
publicitarios del PP", entendió "que no se advertía  que de ello se desprenda una intención de 
influir subliminalmente en los electores" y por tanto desestimó la denuncia32.  
 
La Sociedad Hispanoamericana de Psicología Aplicada publica en su página web una denuncia 
pública sobre este mismo hecho33. La coincidencia, intencionada según los autores del informe, 
parte de principios de un "marketing muy elemental", y  
 
"produce una asociación subconsciente: rostro y siglas que aparecen a las que vamos a 
sumar una carga emotiva de familiaridad y de 'compañía' alo largo del tiempo, es decir, 
de 'habituabilidad' ”. 
 
En opinión de los autores del informe, sólo cabe suponer que 
 
• el partido en el Gobierno pensaba ya desde muchos meses antes hacer 
uso de este tipo de publicidad utilizando los informativos para 
aprovechar sus “fondos” llegado el momento de la campaña electoral, 
o 
• quien o quienes han diseñado la campaña  han usado deliberadamente 
y con pleno conocimiento de lo que hacían esta técnica de 
manipulación subliminal. 
 
En el mismo informe se recuerda otro caso en el que se pudo usar de tales técnicas34. Ante tales 
hechos, sus autores pretenden 
  
"DENUNCIAR y a poner en PÚBLICO CONOCIMIENTO que estas técnicas, no sólo 
son ilegales sino que además carecen de toda ética y buscan la manipulación en masa de 
                                                 
31 Recordemos que nuestro ordenamiento jurídico considera publicidad subliminal la que “Mediante técnicas de 
producción de estímulos de intensidades fronterizas con los umbrales de los sentidos o análogas, pueda actuar sobre 
el público destinatario sin ser conscientemente percibida”. LGP88. Art. 7n 
32 El caso tuvo una notable repercusión en los medios. Véase por ejemplo El País del 18 de febrero,  o La Estrella 
Digital del mismo día disponible en internet en http://www.estrelladigital.es/000215/articulos/espana/jec.htm 
33 "La Publicidad subliminal del PP". http://www.hispamap.net/informes/subliminal.htm. 
34 La secuencia de una jugada de Butragueño en los Mundiales de 1986 en la que se había sobreimpresionado, 
utilizando técnicas de esta naturaleza, las siglas del PSOE. 
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la mente de los ciudadanos con un fin partidista, frente a los cuales hay pocos medios de 
defensa, puesto que dichas técnicas van dirigidas hacia nuestro inconsciente". 
 
No hemos querido hacer aquí una descripción exhaustiva de los casos que hemos 
encontrado en los que pudiera darse alguno de estos supuestos. Ni siquiera pretendíamos 
exponer todas las diferencias de tratamiento normativo de los contenidos de una y otra 
forma de comunicación pública. Nuestra intención no es otra que la de poner de 
manifiesto que la publicidad electoral (o las formas publicitarias de la propaganda) no se 
miden por el mismo rasero que el resto de la publicidad, y que si así fuera, muchos de los 
"mensajes electorales" no pasarían dicha criba.  
 
 
Hacia una propuesta de (auto)regulación 
 
Llegados a este punto merece la pena preguntarse si el perjuicio que puede ocasionar un 
mensaje político atentatorio, engañoso, desleal, o subliminal no es mucho mayor que el 
que puede ocasionar un anuncio de contenido comercial35. El control de los mensajes 
electorales con formatos publicitarios es una necesidad a nuestro juicio urgente porque en 
un sistema democrático, la información pública, veraz y completa es un presupuesto para 
el ejercicio de los derechos de participación política.  El efecto directo de la distorsión o 
de la realidad puede ser una decisión equívoca de voto; su efecto indirecto, un perjuicio 
social e incluso económico grave.  
 
Para solventar la cuestión de la desregulación de facto de la comunicación política podrían 
utilizarse distintas fórmulas: 
 
1. Una  modificación de la legislación, que podría hacerse: 
 
1.1. ampliando el concepto de publicidad en la LGP88 para que  
comprendiera cualquier forma de comunicación persuasiva, 
independientemente de su naturaleza comercial;  
 
1.2. desarrollando, dentro de la propia LOREG un epígrafe en el que se 
contemplara el control de los contenidos de los mensajes políticos, y se 
permitiera que las Juntas Electorales Centrales entraran a valorarlos; 
 
1.3. mediante el establecimiento de un marco legal específico. 
 
En estos supuestos también cambiaría automáticamente el ámbito competencial de la 
Asociación de Autocontrol de la Publicidad. 
 
                                                 
35 "Un escaño o un voto es política y sociológicamente más trascendente que una sopa de sobre o un perfume 
innecesario", en palabras de P. Sempere (1978: 51). Paletz (op.cit.) se hace eco de las voces que denuncian una 
degradación de las campañas contemporánea, que "confunden a los electores sin permitirles ver con claridad sus 
opciones". 
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2.  La creación de un comité de ética compuesto por representantes de las 
formaciones políticas y de los ciudadanos y de los profesionales de la 
comunicación, que elaborase un código deontológico para estas formas de 
comunicación persuasiva. A pesar de este tipo de resoluciones no tuvieran fuerza 
legal, sí podrían tener carácter vinculante para las fuerzas asociadas, y la mera 
publicación de violación de normas en los medios de comunicación podría ser, en 
el caso de las elecciones, una punición más grande que el pago de una multa.  
 
3.   El control indirecto de la opinión pública a través de los propios medios de 
comunicación. Existe el precedente de la cobertura de campañas electorales a 
partir de la “vigilancia de anuncios”, que ha sido una fórmula de éxito en 
recientes elecciones en EEUU. (Green, 1999)36. Serían los propios medios los 
que, a través de artículos analíticos en los que se evaluara la corrección,  
veracidad, lealtad y claridad de las campañas, advirtieran a los electores sobre los 
fallos y aciertos de la publicidad y la propaganda política. 
 
4.   La autorregulación, a través de la Asociación de Autocontrol de la Publicidad que, 
sin necesidad de modificación alguna en la Ley General de Publicidad, que le 
sirve de referencia para determinar el alcance de su ámbito competencial, puede 
modificar ampliarlo, en virtud de sus mandatos estatutarios. Esta solución parece 
la más factible, puesto que viene funcionando eficazmente en el campo de la 
publicidad comercial desde hace tiempo. Además, cabe indicar  aquí que algunas 
de las agencias de publicidad que cuentan entre sus clientes a partidos políticos y 
han realizado para ellos distintas campañas electorales37 son miembros de 
Autocontrol. 
 
 
Sea como fuere, habrá que buscar alguna forma de regular esta actividad tan nueva y 
cambiante de comunicación, pues es con relación a ella cuando adquieren mayor sentido 
las palabras de  VÁZQUEZ GESTAL (2000): 
 
 “Según la Asociación Española de Anunciantes, en España 120 textos legales afectan 
directa o indirectamente a la publicidad; pese a ello, y aún siendo conscientes de la cada 
vez más extendida 'autorregulación frente a la solución penal', pensamos que todas estas 
medidas legales establecidas no resultan suficientes para combatir y luchar por la 
consecución de un mundo publicitario más sano". 
 
 
 
        Alicante, noviembre de 2000 
 
 
 
                                                 
36 Green, C. (1999), Ética y cobertura de elecciones, Sala de Prensa 12, 1999-II (2), disponible en 
http://saladepresa.or/art77.htm 
37 Es el caso de Bassat, Ogilvy & Mather, Tiempo BBDO y Casadevall, Pedreño & PRG, de entre las mencionadas 
anteriormente. 
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